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	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

	TERCERA SALA UNITARIA.

	EXPEDIENTE: 303/2022.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: DIRECCIÓN DE RECUADACIÓN Y POLÍTICA FISCAL DE LA SECRETARIA DE FINANZAS DEL ESTADO.

	MAGISTRADO: JORGE ALEJANDRO VERA NOYOLA.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: AUSTREBERTO REGIL GONZÁLEZ


San Luis Potosí, San Luis Potosí, a tres de octubre de dos mil veintidós.
VISTO.- Para resolver en definitiva el juicio contencioso administrativo número 303/2022, promovido por el C.**********, contra actos de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Estado.
RESULTANDO
1.- Por escrito presentado ante este Tribunal el 22 veintidós de abril de 2022 dos mil veintidós, el C.**********, por su propio derecho promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo en contra de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Estado, y por el acto consistente en el Crédito Fiscal número 141300 ciento cuarenta y un mil trescientos, relativo a la imposición de multas fiscales.
En auto del 26 veintiséis de abril de 2022 dos mil veintidós se admitió la demanda. Las Autoridades Demandadas fueron debidamente notificadas y emplazadas.

2.-  Substanciado que fue en cada una de sus etapas, a las 10:00 diez horas del 24 de junio de 2022, se dio inicio a la audiencia final, sin asistencia de las Partes; en el desahogo de la audiencia se dio cuenta con las constancias de autos, posteriormente en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas las documentales dada su naturaleza y se hizo constar que no había pruebas pendientes de desahogo; después en la etapa de alegatos se dio cuenta con el escrito de la Parte Actora, a la que se tuvieron por hechas las manifestaciones ahí contenidas, se hizo constar que la Autoridad Demandada no formuló alegatos, y finalmente se citó para resolver.
CONSIDERANDO

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer, substanciar y resolver el presente Juicio Contencioso Administrativo, de conformidad con los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y  7 fracción III, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, por tratarse de una controversia de carácter fiscal,  deriva de una resolución que determina un crédito fiscal por concepto de multas fiscales, suscitada entre un particular y una autoridad y al Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaria de Finanzas del Estado, respecto de la cual, los citados preceptos le confieren competencia.
SEGUNDO.- La personalidad del Actor no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio.

En el caso el interés jurídico de la Parte Actora se encuentra plenamente acreditado con la documental en donde consta el acto impugnado, la resolución determinante del crédito fiscal número 141300 ciento cuarenta y un mil trescientos, que la Parte Actora acompañó al escrito de demanda, que es visible de la foja 9 nueve a la foja 11 once del expediente en que se actúa.
De dicha documental, se desprende claramente que se determinó un crédito fiscal a cargo del Actor, por la imposición de multas fiscales; por lo que es claro que le asiste el derecho para controvertir en Juicio Contencioso Administrativo la legalidad de dicha resolución determinante de crédito fiscal.

Por su parte, el Licenciado Walter Alfonso Espinoza Huerta  acreditó su personalidad como Procurador Fiscal del Estado, en términos del artículo 220 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, con la copia certificada del nombramiento expedido a su favor, mismo que es visible en las fojas 24 veinticuatro y 25 veinticinco del expediente en que se actúa.
A las referidas documentales se les otorga valor probatorio pleno, con apoyo legal en los artículos 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los artículos 388 y 392 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, según lo que dispone el artículo 217 párrafo segundo del citado Código Procesal Administrativo.
TERCERO.- Antes de entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte Actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza una de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
A juicio de la Sala, en la especie no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que hacer valer de oficio.
Por su parte, la Autoridad Demandada no hizo valer causales de improcedencia o sobreseimiento.

CUARTO.- La Litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo se integra en las posturas divergentes de las partes, que se concretan en lo siguiente.

En esencia, la Parte Actora se duele de que la resolución determinante del crédito fiscal es ilegal, en razón de:
a) Que precluyó la facultad para determinar el crédito fiscal, porque transcurrieron más de seis meses desde el inicio de las facultades de comprobación;
b) Que no está debidamente fundada y motivada porque se incumple con el principio de tipicidad y que no se dan a conocer dos elementos  esenciales para la imposición de la multa, que son la fecha límite para cumplir con la obligación fiscal omitida, y la fecha en que supuestamente se dio cumplimiento a la obligación después del requerimiento de obligaciones; y 

c) Que se violentó en perjuicio de la Parte Actora el principio non bis in ídem, conforme al cual no es viable imponer dos sanciones por los mismos hechos, es decir que haya identidad de sujeto,  hecho y fundamento. 
Por su parte, la Autoridad Demandada sostiene la legalidad de la resolución determinante del crédito fiscal, al respecto plantea:
a) Que en el caso, no se ejercitaron facultades de comprobación, por lo que el argumento de la Parte Actora es infundado, que lo único que se notificó a la Parte Actora fue un requerimiento de cumplimiento de obligaciones;

b) Que la imposición de las multas si está debidamente fundada y motivada,  ya que se establecen los datos necesarios para identificar que se ubica en las hipótesis normativas de los artículos 153 fracción I y 154 fracción II del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, sin que sea obligación de la autoridad señalar la fecha en que el contribuyente se encontraba obligado a presentar las declaraciones omitidas y la fecha en que las presentó, pues se trata de una información que el particular conoce perfectamente, y no hay norma jurídica que obligue a que se tengan que señalar esos datos;
c) Que efectivamente se impusieron 5 multas cada una correspondiente a la omisión que ocurrió en los meses de enero a mayo del ejercicio fiscal 2018, ya que si el Actor tenía que cumplir con cinco obligaciones consistentes en presentar la declaración del Impuesto Sobre Erogaciones por remuneraciones al Trabajo Personal, es claro que se cometieron cinco infracciones y no una como lo aduce la Parte Actora.
De lo anterior se sigue que la litis del presente asunto se centra en la legalidad de la determinación del crédito fiscal, puesto que la Parte Actora aduce causas de ilegalidad, y la Autoridad Demandada sostiene que fue legalmente determinado.

La litis definida en el presente punto considerativo, será resuelta al abordar el estudio de fondo del asunto.

QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea el Actor en su escrito de demanda, se localizan de la foja 3 tres a la foja 7 siete del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que se transcribe enseguida:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.- Contradicción de tesis 50/2010.”

SEXTO.- A juicio del suscrito Magistrado de esta Tercera Sala Unitaria los argumentos formulados en el capítulo de conceptos de impugnación de la demanda, resultaron infundados, y por ende insuficientes para declarar la ilegalidad y nulidad de la resolución impugnada, como se expone a continuación.

1.- En el primer concepto de impugnación, la parte actora medularmente manifiesta que se viola en su perjuicio lo ordenado por los artículos 46, fracción IV, 49, 144, último párrafo, en relación con la fracción IX, del artículo 63, todos del Código Fiscal del Estado.

Que las facultades de la autoridad demandada se encuentran reguladas y reglamentadas en la ley, que dice textualmente en el artículo 63, fracción IX, del Código Tributario Estatal: “La revisión de contabilidad o de documentación no podrá durar más de seis meses, contados a partir de la notificación del requerimiento y hasta la notificación del oficio de observaciones”; ya que, de lo contrario quedaría sin efectos el requerimiento y no podría emitirse uno nuevo por los mismos conceptos, de ahí la procedencia de la nulidad lisa y llana de la resolución impugnada.

Toda vez que el plazo para la determinación del crédito fiscal, comenzó a correr desde la notificación del requerimiento de autoridad número 64/18-0000000179, que se llevó a cabo el 11 once de septiembre de 2018 dos mil dieciocho, por lo cual las sanciones impuestas a la parte actora están fuera del plazo de seis meses establecido en la fracción IX, del artículo 63 del Código Fiscal de San Luis Potosí, por lo que son improcedente por preclusión, debiéndose declarar la nulidad lisa y llana de cada una de ellas.

A juicio del suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria, el concepto de impugnación que en este acto se analiza resulta ser infundado, ello es así, en razón de las siguientes consideraciones:

En primer término, se debe de establecer que la hipótesis que hace valer la parte actora consistente en la prevista en el artículo 63,  fracción IX, del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, no resulta aplicable al caso concreto, ya que la resolución determinante del crédito fiscal, no tiene como antecedente un requerimiento de documentación en ejercicio de facultades de comprobación, a que se refiere la citada disposición, que se transcribe enseguida:
“ARTICULO 63.- Los requerimientos de documentación que las autoridades fiscales hagan a los contribuyentes, responsables solidarios y terceros relacionados, fuera de una visita domiciliaria, estarán sujetos a las siguientes reglas: … 
IX. La revisión de la contabilidad o documentación no podrá durar más de seis meses, contados a partir de la notificación del requerimiento y hasta la notificación del oficio de observaciones. Este plazo podrá ampliarse una vez por un período igual, previa notificación del oficio en el que el superior jerárquico de la autoridad que emitió el requerimiento autorice tal ampliación. Vencido el plazo a que se refiere esta fracción sin que se haya notificado el oficio de ampliación, o vencido este plazo también sin que se notifique el oficio de observaciones, quedará sin efectos el requerimiento y no podrá emitirse uno nuevo por los mismos conceptos.”
Del artículo transcrito, se desprende que hace referencia a que las revisiones de gabinete, una de las modalidades en que la autoridad exactora ejercita las facultades de comprobación para verificar el correcto cumplimiento de las disposiciones fiscales por parte de los contribuyentes, no podrán exceder el plazo de seis meses contados a partir de la notificación del requerimiento de información y documentación.

Sin embargo, dicha disposición no es aplicable en tratándose de requerimiento para el cumplimiento de obligaciones, que encuentra sustento en el artículo 78 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, que se transcribe en seguida:
“ARTICULO 78.- Las notificaciones de requerimientos de obligaciones incumplidas darán lugar, invariablemente, al pago de los gastos de notificación, que serán equivalentes a tres días de salario mínimo general de la zona y se destinarán a cubrir las remuneraciones del personal encargado de llevar a cabo las notificaciones.”
En ese sentido, el requerimiento a que aduce la parte Actora es un requerimiento de cumplimiento de obligaciones, concretamente sobre las declaraciones mensuales, y en su caso formulario de pago, del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal, particularmente de los meses de enero a mayo de 2018 dos mil dieciocho.

Lo anterior, se obtiene de las documentales públicas, consistentes en el requerimiento de cumplimiento de obligaciones número 64/18-0000000179, y su respectiva notificación que se llevó a cabo el 11 once de septiembre de 2018 dos mil dieciocho, que la Autoridad Demandada acompañó a su escrito de contestación de demanda, y que son visibles de la foja 26 veintiséis  a la foja 29 del expediente en que se actúa.

A las referidas documentales se les otorga valor probatorio pleno, con apoyo legal en los artículos 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los artículos 388 y 392 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, según lo que dispone el artículo 217 párrafo segundo del citado Código Procesal Administrativo.
En ese orden de ideas, es evidente que la Autoridad Exactora no ejerció sus facultades de comprobación, sino que formuló directamente un requerimiento de cumplimiento de obligaciones a cargo de la Parte Actora.

Por consiguiente, el argumento relativo a la preclusión, con sustento en el artículo 63 fracción IX de Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, resultó infundada; al no haberse acreditado por la Parte Actora que la resolución determinante del crédito fiscal tuvo su origen en el ejercicio de facultades de comprobación de la Autoridad Demandada.

2.- Los conceptos de impugnación identificados como segundo y tercero del escrito inicial de demanda, se estudian en forma conjunta por estar relacionados entre sí.

En su segundo concepto de impugnación, la parte actora manifiesta que se violaron en su perjuicio lo ordenado por los artículos 46, fracción IV, 144 último párrafo, en relación con los artículos 14 y 16 Constitucionales relativos a la fundamentación y motivación, y la aplicación exacta de la ley para sancionar.

Que se le imponen cinco multas formales por haber presentado extemporáneamente la declaración y formulario de pago a que está obligado de conformidad con el artículo 24 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, correspondiente de los meses de enero a mayo de 2018 dos mil dieciocho, mismas que fueron solicitadas mediante requerimiento de autoridad 64/18-0000000179, el cual se le notificó el 11 once de septiembre de 2019 dos mil diecinueve, siendo todo lo que se le informa.

Que esa motivación es notoriamente insuficiente, porque para empezar no se le hace saber en ningún momento la conducta reprobable que se le imputa, es decir, no se le acredita la existencia de la infracción por la cual se le está sancionando cinco veces, en virtud de que la demandada omite precisar en el oficio impugnado la fecha límite que supuestamente tenía para cumplir con la presentación de declaración y formulario de pago, tampoco se le precisa la fecha en que supuestamente se cumplió con tal obligación extemporáneamente, ya que solo de la precisión de tales hechos se podría presumir ese incumplimiento, por lo que si no se precisan dichos elementos en la resolución impugnada, tal y como acontece en la especie, lógicamente no se acredita de ninguna manera la existencia de las infracciones que ahora se le reprochan y, por ende, la improcedencia de las multas impuestas. 

Que para considerar que la conducta realizada por un contribuyente constituye una infracción a las disposiciones fiscales y ésta puede ser sancionada, tal conducta debe encontrase prevista de manera puntual y exacta como supuesto de infracción en alguna norma, de manera que realizada esa conducta encuentre adecuación con el supuesto normativo previamente previsto en la ley como infracción y sujeto a una sanción, en base a la hipótesis prevista de forma exacta; ello, atendiendo a lo previsto por el artículo 2° del Código Fiscal del estado, por lo tanto, tratándose de infracciones y sanciones la aplicación de la norma debe ser estricta, es decir, la infracción debe estar exactamente prevista en la norma y la conducta infractora debe acreditarse plenamente y ajustarse exactamente a ese supuesto normativo de infracción, lo que refleja el principio de tipicidad que rige tratándose de infracciones y sanciones administrativas.

En el tercer concepto de impugnación, la parte actora manifiesta que se viola en su perjuicio el principio consagrado en el artículo 23 Constitucional (principio non bis in ídem), relativo a que el infractor no debe ser sancionado dos o más veces por la misma conducta (acción u omisión). Que el principio mencionado es aplicable además de la materia penal a la administrativa, y que se traduce en la prohibición de que una misma conducta se castigue dos veces o más, o bien, que la propia conducta sea sometida a dos o más procedimientos diferentes y que en cada uno de ellos se imponga unas sanción, por el mismo hecho y para proteger el mismo bien jurídico; de modo que su aplicación requiere que exista identidad entre sujeto, hecho y fundamento.

Que la imposición de cinco multas idénticas motivadas en la misma infracción viola el principio non bis in ídem, en virtud de que las mismas, encuadran en el mismo supuesto de infracción y en una misma resolución, y tan es así que todas las multas derivan de un mismo requerimiento.

Que la autoridad demandada reprocha el incumplimiento a cinco obligaciones formales, no menos cierto es que la resolución impugnada encuadra o tipifica la supuesta conducta en la misma infracción cinco veces, imponiendo en la misma resolución impugnada cinco multas derivadas de un mismo requerimiento, de lo cual resulta que en un mismo procedimiento está siendo sancionado cinco veces por la misma infracción, lo cual es contrario al artículo 23 Constitucional, que prohíbe que “Nadie puede ser juzgado dos veces por el mismo delito”

A juicio del suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria, los conceptos de impugnación que se analizan resultan ser infundados, ello es así en razón de las siguientes consideraciones.
En principio, conviene tener en cuenta el contenido del artículo 46 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, que fija los lineamientos que debe de contener un acto de autoridad que sea notificado al contribuyente, cuyo contenido es el siguiente:

“ARTICULO 46.- Los actos de las autoridades que deban notificarse a los particulares, deberán observar las siguientes reglas:

I. Constar por escrito;

II. Indicar la persona a la que va dirigido o en su defecto, los datos que permitan su identificación;

III. Señalar la autoridad que lo emite;

IV. Estar fundado y motivado;

V. Expresar su objeto o propósito en forma clara y concreta, y

VI. Ostentar el nombre y la firma del funcionario que lo emite.”

Del artículo anteriormente transcrito se desprende en la fracción IV, que los actos de autoridad que deban notificarse a los particulares deberán de estar fundados y motivados, en el entendido de que la fundamentación se refiere a que el acto debe basarse en una disposición normativa general, mientras la motivación implica que, existiendo una norma jurídica, el caso o situación concretos respecto de los que se pretende cometer el acto autoritario de molestia, sean aquéllos a que alude la disposición legal que lo funde.

En consecuencia, para estimar cumplido el requisito de fundamentación y motivación de las multas que como infracciones fiscales se imponen a los contribuyentes, en términos de los artículos 153 fracción I y 154 fracción I del Código Fiscal del Estado, es indispensable que la autoridad fiscalizadora invoque el precepto legal que contenga el supuesto de infracción; además, exponga los motivos del porqué estima actualizado el supuesto de infracción descrito en el dispositivo en cuestión, para que pueda imponer válidamente la sanción prevista.
En ese sentido, de la documental en que consta el acto impugnado, es decir la resolución determinante del crédito fiscal número 141300; se desprende lo siguiente:

a).- Que se determina un crédito fiscal, derivado de la imposición de cinco multas, cada una de ellas correspondiente a uno de los meses de enero a mayo de 2018 dos mil dieciocho;
b).- Que como fundamento de la emisión de las multas se señala; por infracciones establecidas en el artículo 153 fracción I del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, que dice textualmente: 
“ARTICULO 153.- Son infracciones relacionadas con el pago de contribuciones, las siguientes: 
I. No presentar las declaraciones o formularios de pago a que estén obligados conforme a las disposiciones fiscales, o presentarlos extemporáneamente, o incompletos o con errores;…”
Del contenido de la citada disposición se obtiene que se considerará como infracción alguna de las conductas que se precisan a continuación: 1.- No presentar  declaraciones o formularios de pago de las obligaciones fiscales que tiene a su cargo el contribuyente; 2.- Presentar extemporáneamente declaraciones o formularios de pago de las obligaciones fiscales que tiene a su cargo el contribuyente; 3.- Presentar incompletos declaraciones o formularios de pago de las obligaciones fiscales que tiene a su cargo el contribuyente; y 4.- Presentar con errores declaraciones o formularios de pago de las obligaciones fiscales que tiene a su cargo el contribuyente; siendo la conducta sancionada: Presentar extemporáneamente declaraciones o formularios de pago de las obligaciones fiscales que tiene a su cargo el contribuyente, particularmente la declaración y formulario de pago del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal, obligación prevista en el artículo 24 de la Ley de Hacienda del Estado de San Luis Potosí.
c).- Como motivación se señala; que en cada se determinó multa por haber presentado extemporáneamente la declaración y formulario de pago pago correspondiente a un mes calendario (enero a mayo de 2018 dos mil dieciocho), del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal, a que está obligado en términos del artículo 24 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, ya que su cumplimiento le fue requerido mediante el requerimiento 64/18-0000000179, notificado el 11 once de septiembre de 2018 dos mil dieciocho. 
d) Se señala que la sanción se aplica de conformidad con lo establecido en el artículo 154 fracción I del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, disposición legal que a continuación se transcribe:  
 “ARTICULO 154.- Se impondrán las siguientes sanciones a quien cometa las infracciones señaladas en el artículo anterior:

I. Multa de quince a cuarenta y cinco días de salario, por cada obligación omitida a las previstas en las fracciones I y II. (…)”
e) Por último se debe de hacer mención, que en la resolución impugnada, se precisa una multa por cada una de una de las omisiones en el cumplimiento de obligaciones, mismas que si bien quedaron comprendidas en un solo requerimiento y en una resolución determinante de crédito fiscal, son diferentes y perfectamente identificables.
A las referida documental, se le otorga valor probatorio pleno, con apoyo legal en los artículos 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el artículo 388 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, según lo que dispone el artículo 217 párrafo segundo del citado Código Procesal Administrativo.
Lo anterior, permite al suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria concluir que la emisora del acto invoca como fundamentación y motivación del acto de la imposición de las multas fiscales, que la Parte Actora se ubicó en el supuesto sancionatorio contenido en el artículo 153 fracción I del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, que tipifica como infracción cuatro conductas, una de las cuales se concreta en Presentar extemporáneamente declaraciones o formularios de pago de las obligaciones fiscales que tiene a su cargo el contribuyente; y que tuvo por actualizado dicho supuesto al describir como conducta infractora, consistente en presentar extemporáneamente declaraciones o formularios de pago, a que está obligado en términos del artículo 24 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí por el Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal; puesto que se realizó después  de que se notificó el requerimiento de cumplimiento de obligaciones 64/18-0000000179, que le fue notificado al contribuyente el 11 de septiembre de 2018 dos mil dieciocho.
Sobre el particular, se debe destacar, que el requerimiento de cumplimiento de obligaciones, como acto de la autoridad fiscal goza de la presunción de legalidad, que le confiere el artículo 45 párrafo segundo del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, además de ser un acto consentido por no haber sido controvertido por la Parte Actora; por tanto si dicho requerimiento hace presunción legal de que el requerimiento formulado es legítimo, es decir, que al 11 de septiembre de 2018 dos mil dieciocho, la Parte Actora no se había presentado las declaraciones y formularios de pago, relativos a los meses de enero a mayo de 2018 dos mil dieciocho, del  Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal, en términos del artículo 24 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, lo que pone de manifiesto que la presentación de las declaraciones y formularios de pago relativos a los meses de enero a mayo de 2018 dos mil dieciocho, se presentaron extemporáneamente precisamente porque se presentaron después de la notificación del requerimiento.
Por tanto, cuando en el crédito fiscal impugnado la autoridad fiscal determina que la ahora demandante presentó extemporáneamente las declaraciones de pago mensual del Impuesto Sobre Erogación por Remuneración al Trabajo Personal, y alude a que medió requerimiento de la autoridad exactora número 64/18-0000000179, que le fue notificado al contribuyente el 11 de septiembre de 2018 dos mil dieciocho; es claro que la motivación es suficiente para encuadrar el actuar reprochad en la conducta tipificada en el artículo 153 fracción I del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, que prevé como conducta infractora el presentar extemporáneamente declaraciones o formularios de pago, a que el contribuyente está obligado, habida cuenta que la existencia del requerimiento permite establecer que la presentación de las declaraciones y formularios se efectuó fuera del plazo legalmente concedido, y por ende se presentaron extemporáneas. 
Por otra parte, se debe de hacer mención que la parte actora no demuestra que haya realizado el cumplimiento de las obligaciones que le fueron requeridas mediante el requerimiento de obligaciones omitidas con número de emisión 64/18-0000000179, con anterioridad a dicho requerimiento. 

De todo lo anterior, se obtiene también, que contrario a lo argumentado por la Parte Actora en la demanda, la Autoridad Demandada no violentó el principio non bis in ídem, toda vez que no sancionó dos veces los mismos hechos, sino que sancionó cinco conductas independientes y autónomas, como se explica a continuación.

En efecto, se trata de cinco eventos diversos, pues al respecto, se debe tener en cuenta que conforme a lo que dispone el artículo 24 segundo párrafo de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, el pago del impuesto se realiza en una declaración mensual, cuyo plazo de cumplimiento vence el día 15 quince del mes siguiente al de la causación del Impuesto, de modo que el impuesto que se causa en el mes de enero debe ser pagado mediante declaración, cuyo plazo de presentación vence el día 15 del mes de febrero del mismo ejercicio fiscal.

De esta manera, si la Autoridad Demandada sancionó la presentación extemporánea de cada una de las declaraciones y formularios de pago correspondientes a los meses de enero, febrero, marzo, abril y mayo del ejercicio fiscal de 2018 dos mil dieciocho; se trata de cinco eventos diferentes, ya que se trata de cinco declaraciones diferentes, pues comprenden un mes diferente, cuyo vencimiento ocurrió en fechas diferentes; de modo tal, que no podemos establecer que se sancionan los mismos hechos, ni de la misma conducta.

Al ser esto Así, como ya se dijo, la Autoridad Demandada no violentó en perjuicio de la Parte Actora el principio non bis in idem, ya que se sancionaron hechos y conductas diversas, que únicamente tiene en común que se trata de la reitera comisión de una conducta infractora.

De las consideraciones anteriormente vertidas, se concluye que los argumentos vertidos por la Parte Actora en el segundo y tercero de los conceptos de impugnación resultaron infundados.
Así las cosas, al resultar infundados los argumentos formulados en el capítulo de conceptos de impugnación del escrito de demanda; lo conducente es reconocer la legalidad y validez del acto impugnado consistente en la resolución determinante del crédito fiscal número 141300 ciento cuarenta y un mil trescientos, emitida por el la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí.
En consecuencia, con fundamento en al artículo 251 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, se decreta la LEGALIDAD y VALIDEZ del acto impugnado.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 1° párrafo segundo 7° fracción X Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en relación con los artículos 248, 249, y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:
PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se decreta la legalidad y validez del acto impugnado, de acuerdo con las consideraciones, fundamentos y motivos expuesto en el Considerando Sexto de la presente Sentencia.
TERCERO.-  Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por buzón electrónico a las Autoridades Demandadas.
Así lo resolvió y firma el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola quien actúa con Secretario de Acuerdos licenciado Ismael Méndez Hernández que autoriza y da fe.
“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.”
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